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125-19.61 
Santiago de Cali,  

 
 

 
 

ASUNTO: Informe Final Respuesta a Denuncia Ciudadana CACCI 1772 DC-52-2020  

 
                  
La Contraloría Departamental del Valle del Cauca informa los resultados finales de lo 
actuado con respecto a la denuncia ciudadana del asunto, relacionada con presuntas 
irregularidades en los decretos 018 de 27 de marzo de 2020, por medio del cual se declara 
urgencia manifiesta en el municipio de Argelia-Valle del Cauca, como consecuencia de la 
declaratoria de situación de calamidad pública Decreto 017 marzo de 2020, por la 
emergencia causada por la pandemia generada por el virus denominado COVID-19. La 
denunciante considera que no existe “necesidades o condiciones legales para hacerlo 
(decretar la calamidad pública y urgencia manifiesta), sino como una moda para contratar 
directamente y para cumplir con un requisito que no debió cumplir, ya que se nota la mala 
asesoría que se le ha prestado para realizar acciones tan bochornosas para tratar el 
presupuesto municipal, ya que claramente se observa violación a sus obligaciones…” 
(Subrayado fuera del texto).  
 
La Dirección Operativa de Participación Ciudadana procedió a dar trámite a la denuncia 
ciudadana, mediante solicitud de información al sujeto, consulta documental a la plataforma  
RCL, SECOP, base de datos electrónica de la normatividad legal vigente, Informes de la 
Entidad, entre otras, en conjunto con apoyo financiero el cual verificó los valores 
contratados. 
 
De la atención y trámite realizado se obtuvo el siguiente resultado:   

 
Aludida la calamidad pública en la presente denuncia, me permito acudir al numeral 5 del 
artículo 4 y en el artículo 58 de la Ley 1523 de 2012, se define como:  
 

“El resultado que se desencadena de la manifestación de uno o varios eventos naturales o 
antropogénicos no intencionales que al encontrar condiciones propicias de vulnerabilidad en las 
personas, los bienes, la infraestructura, los medios de subsistencia, la prestación de servicios o los 
recursos ambientales, causa daños o pérdidas humanas, materiales, económicas o ambientales, 
generando una alteración intensa, grave y extendida en las condiciones normales de funcionamiento 
de la población, en el respectivo territorio, que exige al municipio, distrito o departamento ejecutar 
acciones de respuesta a la emergencia, rehabilitación y reconstrucción”. 

 

Para el efecto se requiere practicar un estudio sobre el cumplimiento de los requisitos 
establecidos por la normatividad legal vigente que regula la materia de situaciones de 
calamidad pública y desastres en Colombia. 
 
Así, se tiene que partiendo del hecho que el Alcalde Municipal de Argelia procedió a realizar 
la actividad contractual bajo el sustento de responder a la Calamidad Pública resolvió 
mediante el Decreto N° 017 del 24 de marzo y 018 del 27 de marzo por los cuales se 
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declaran la Calamidad Pública y la Urgencia Manifiesta en el Municipio de Argelia Valle del 
Cauca e invocan la Ley 80 de 1993 como régimen especial para proceder a la práctica de 
la contratación directa, se hace necesario citar a continuación el articulado de la Ley 1523 
de 2020 respectivo para su análisis: 

 
Artículo 57. Declaratoria de situación de calamidad pública. Los gobernadores y alcaldes, previo 
concepto favorable del Consejo Departamental, Distrital o Municipal de Gestión del Riesgo, podrán 
declararla situación de calamidad pública en su respectiva jurisdicción. Las declaratorias de (sic) 
situación de calamidad pública se producirán y aplicarán, en lo pertinente, de conformidad con las 
reglas de la declaratoria de la situación de desastre. 

 
En cuanto a la declaratoria de situación de calamidad pública, el artículo 57 de la norma en 
comento establece que el Alcalde municipal podrá proferir el decreto que la declara, siempre 
y cuando cuente con el concepto favorable del CMGRD del municipio requisito que en este 
caso sí se cumplió; como consta en acta de fecha 24 de marzo de 2020. 
 
Ahora, es importante determinar el cumplimiento del artículo 59 de la norma, respecto a la 
adopción de los criterios para la declaratoria de la calamidad pública, a saber: 
 

Artículo 59. Criterios para la declaratoria de desastre y calamidad pública. La autoridad política que 
declare la situación de desastre o calamidad, según sea el caso, tendrá en consideración los siguientes 
criterios: 
 
1. Los bienes jurídicos de las personas en peligro o que han sufrido daños. Entre los bienes jurídicos 
protegidos se cuentan la vida, la integridad personal, la subsistencia digna, la salud, la vivienda, la 
familia, los bienes patrimoniales esenciales y los derechos fundamentales económicos y sociales de 
las personas. 
 
2. Los bienes jurídicos de la colectividad y las instituciones en peligro o que han sufrido daños. 
Entre los bienes jurídicos así protegidos se cuentan el orden público material, social, económico y 
ambiental, la vigencia de las instituciones, políticas y administrativas, la prestación de los servicios 
públicos esenciales, la integridad de las redes vitales y la infraestructura básica. 
3. El dinamismo de la emergencia para desestabilizar el equilibrio existente y para generar nuevos 
riesgos y desastres. 
4. La tendencia de la emergencia a modificarse, agravarse, reproducirse en otros territorios y 
poblaciones o a perpetuarse. 
5. La capacidad o incapacidad de las autoridades de cada orden para afrontar las condiciones de la 
emergencia. 
6. El elemento temporal que agregue premura y urgencia a la necesidad de respuesta. 
7. La inminencia de desastre o calamidad pública con el debido sustento fáctico.  

(…) 

 
De acuerdo con el enunciado normativo citado, se tiene que las razones aducidas por el 
alcalde municipal para declarar la Calamidad Pública, se encuentran justificadas, pues 
éstas se encaminaron a proteger la salud, la subsistencia digna y vida de los habitantes del 
municipio de Argelia. 
 
Así mismo se han expedido alertas nacionales por el Ministerio de Salud, y son de público 
conocimiento y en este momento se encuentra una amenaza a nivel mundial por la 
pandemia que agobia los cinco continentes incluido el territorio Colombiano y de lo cual no 
se requieren pruebas. 



 

 
Página 3 de 9 

 
Este evento es calificado como calamitoso, con unas consecuencias graves de mortalidad 
en la población donde los más vulnerable son los adultos mayores, el municipio no cuenta 
con infraestructura hospitalaria robusta, para la atención en caso de presentarse contagios 
por COVID-19, en consecuencia, por lo que bajo estos argumentos se motivó el acto 
administrativo de declaratoria de calamidad pública. 
 
Ahora bien, las alteraciones de la normalidad que constituyen el régimen de excepción, son 
únicamente las previstas en la Constitución, a saber: 
 
- Guerra exterior (estado de guerra exterior). 
- Grave perturbación del orden público que atente de manera inminente contra la estabilidad 
institucional, la seguridad ciudadana, y que no pueda ser conjurada mediante el uso de 
atribuciones ordinarias de las autoridades de policía (estado de conmoción interna). 
- Perturbaciones graves e inminentes, del orden económico, social y ecológico del 
país, o hechos que constituyan grave calamidad pública (estado de emergencia). 
 
Y precisamente en la actualidad en Colombia, el presidente de la República expidió el 
Decreto N°417 de marzo de 2020 y N°637 del 6 de mayo de 2020 “Por los cuales se declara 
un Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio Nacional para 
atender la pandemia del COVID-19 en el país”.  
 
Es así, como la urgencia manifiesta es un mecanismo excepcional, diseñado con el único 
propósito de otorgarle instrumentos efectivos a las entidades estatales para celebrar los 
contratos necesarios con el propósito de enfrentar situaciones de crisis, cuando dichos 
contratos, en razón de circunstancias de conflicto o de crisis, son del todo imposible 
celebrarlos a través de la licitación pública, concurso de méritos es decir cuando la 
administración no cuenta con el plazo indispensable para adelantar un procedimiento 
ordinario de escogencia de contratistas.  
 
Como bien se colige de la anterior definición, la ley señala unas exigencias específicas a la 
Administración para proceder a la declaración de la urgencia manifiesta, como son; las 
circunstancias o hechos excepcionales que le dan origen y la imposibilidad de acudir al 
mecanismo de la licitación pública o al trámite legal establecido para la contratación porque 
no cuenta con el plazo indispensable para adelantar el procedimiento ordinario de 
escogencia de contratistas.  
 
El artículo 41 de la ley 80 de 1993 literal 3 dispuso: 
 

“En caso de situaciones de urgencia manifiesta a que se refiere el artículo 42 de esta ley que no 
permitan la suscripción de contrato escrito, se prescindirá de éste y aún del acuerdo acerca de la 
remuneración, no obstante, deberá dejarse constancia escrita de la autorización impartida por la 
entidad estatal contratante”. (Subrayas fuera de texto) 

 
Es necesario, esgrimir que Artículo 7° del Decreto 440 de 2020, expresa que el hecho que 
da lugar a la declaratoria de la urgencia se entiende probado, tal como a continuación se 
observa: 
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“Artículo 7. Contratación de urgencia. Con ocasión de la declaratoria de estado de emergencia 
económica, social y ecológica, y en los términos del artículo 42 de la Ley 80 de 1993, se entiende 
comprobado el hecho que da lugar a declarar la urgencia manifiesta por parte de las entidades 
estatales, para la contratación directa del suministro de bienes, la prestación de servicios o la ejecución 
de obras en el inmediato futuro, con el objetivo de prevenir, contener y mitigar los efectos de la 
Pandemia del coronavirus COVID-19, así como para realizar las labores necesarias para optimizar el 
flujo de los recursos al interior del sistema de salud . Las actuaciones contractuales adelantadas con 
fundamento en la urgencia manifiesta se regirán por la normatividad vigente”.  

 

De igual modo, se expresa frente al tema en el Artículo 7° del Decreto 537 de 2020 
 

“Artículo 7. Contratación de urgencia. Con ocasión la declaratoria de estado de Emergencia Sanitaria 

declarada por Ministerio de Salud y de Protección Social y en los términos del artículo 42 de Ley 80 
1993, se entiende comprobado hecho que da lugar a declarar la urgencia manifiesta por parte de las 
entidades estatales, para la contratación directa del suministro de bienes, la prestación de servicio, o 
la ejecución obras en el inmediato futuro, con objetivo de prevenir, contener y mitigar los efectos de la 
Pandemia del coronavirus COVID-19, así como para realizar las labores necesarias para optimizar el 
flujo de los recursos al interior del sistema de salud. Las actuaciones contractuales adelantadas con 
fundamento en la urgencia manifiesta se regirán por la normatividad vigente. 
Las entidades excluidas de la Ley 80 de 1993 podrán contratar de manera directa bienes y servicios 
enunciados en inciso anterior.” 

 
Por su parte, dicho Decreto adicionó los incisos del parágrafo del Artículo 40 de la Ley 80 
de 1993, en el siguiente sentido:    
 

“Artículo 8. Adiciónese los siguientes incisos al parágrafo del artículo 40 Ley 80 de 1993,  
 
Adición y modificación de contratos estatales. Durante la vigencia de la Emergencia Sanitaria 
declarada por Ministerio Salud y Protección Social, con ocasión de la pandemia derivada del 
Coronavirus COVID-19, todos los contratos celebrados por las entidades estatales que se 
relacionen con bienes, obras o servicios que permitan una mejor gestión y mitigación la 
situación emergencia con ocasión de la pandemia derivada del Coronavirus COVID-19, 
podrán adicionarse sin limitación al valor. Para este propósito, la entidad estatal deberá 
justificar previamente la necesidad y la forma como dichos bienes y servicios contribuirán a 
gestionar o mitigar la situación emergencia. 
 
Igualmente, esta disposición se aplicará a los contratos que se celebren durante la vigencia 
de Emergencia Sanitaria declarada por Ministerio de Salud y Protección Social, con ocasión 
de la pandemia derivada del Coronavirus COVID-19, y durante el término que dicho estado 
esté vigente.” 

 
Frente a la Urgencia Manifiesta, el Consejo de Estado ha sido claro en expresar que se 
permite la suscripción de contratos mediante contratación directa encaminados a superar 
la crisis, tal como se observa en Sentencia del 28 de junio de 2019, Consejero ponente Dr. 
OSWALDO GIRALDO LÓPEZ, Radicado 11001-03-26-000-2012-00002-00: 
 

“(…) Lo primero que debe indicarse, es que el ejercicio del control fiscal es una función constitucional 
asignada a la Contraloría General de la República por mandato expreso del artículo 267 Superior, que 
la define como la vigilancia de la gestión de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación, la cual se efectúa en forma posterior y selectiva de acuerdo 
con los procedimientos, sistemas y principios que establezca la ley. 
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Dicha función no es ajena al mecanismo excepcional de contratación previsto en el marco de la 
declaratoria de urgencia manifiesta, regulada en los artículos 41 a 43 de la Ley 80 de 1993, que permite 
la celebración de los contratos necesarios para superar situaciones de crisis, cuando en virtud de 
aquellas es del todo imposible celebrarlos a través de la licitación pública o la contratación directa1.  

 
Al respecto se resalta el contenido de los artículos 42 y 43, que en su tenor literal rezan: 
 

“[…] ARTÍCULO 42. DE LA URGENCIA MANIFIESTA. <Aparte tachado derogado por el artículo 32 de 
la Ley 1150 de 2007> Existe urgencia manifiesta cuando la continuidad del servicio exige el suministro 
de bienes, o la prestación de servicios, o la ejecución de obras en el inmediato futuro; cuando se 
presenten situaciones relacionadas con los estados de excepción; cuando se trate de conjurar 
situaciones excepcionales relacionadas con hechos de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o 
desastre que demanden actuaciones inmediatas y, en general, cuando se trate de situaciones similares 
que imposibiliten acudir a los procedimientos de selección o concurso públicos. 

 
La urgencia manifiesta se declarará mediante acto administrativo motivado. 

 
PARÁGRAFO. <Parágrafo CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE> Con el fin de atender las 
necesidades y los gastos propios de la urgencia manifiesta, se podrán hacer los traslados 
presupuestales internos que se requieran dentro del presupuesto del organismo o entidad estatal 
correspondiente. […]” 
 
“[…] ARTÍCULO 43. DEL CONTROL DE LA CONTRATACIÓN DE URGENCIA. Inmediatamente 
después de celebrados los contratos originados en la urgencia manifiesta, éstos y el acto administrativo 
que la declaró, junto con el expediente contentivo de los antecedentes administrativos, de la actuación 
y de las pruebas de los hechos, se enviará al funcionario u organismo que ejerza el control fiscal en la 
respectiva entidad, el cual deberá pronunciarse dentro de los dos (2) meses siguientes sobre los 
hechos y circunstancias que determinaron tal declaración. Si fuere procedente, dicho funcionario u 
organismo solicitará al jefe inmediato del servidor público que celebró los referidos contratos o a la 
autoridad competente, según el caso, la iniciación de la correspondiente investigación disciplinaria y 
dispondrá el envío del asunto a los funcionarios competentes para el conocimiento de las otras 
acciones. El uso indebido de la contratación de urgencia será causal de mala conducta. 

 
Lo previsto en este artículo se entenderá sin perjuicio de otros mecanismos de control que señale el 
reglamento para garantizar la adecuada y correcta utilización de la contratación de urgencia. […]” 

  
 (Se destaca)  
 

Acorde con las disposiciones transcritas, la urgencia manifiesta (i) debe ser declarada mediante acto 
administrativo motivado, (ii) contener las razones para acudir a este instrumento excepcional y hacer 
referencia a los contratos que se suscribirán, señalando su causa y finalidad. 
 
Sobre el particular, la Corte Constitucional ha señalado que “[dada la mayor autonomía con que se 
dota a las autoridades administrativas, para afrontar situaciones de urgencia y excepción, la vigilancia 
sobre las actuaciones que se deriven de su declaratoria, deberá ejercerla el organismo de control de 
manera especial e inmediata, según lo establece el artículo 43 de la Ley 80 de 1993. […]”. 

 
En ese orden de análisis, la Sala encuentra que la competencia por parte de la autoridad encargada 
del control fiscal, en el marco de la declaratoria de la urgencia manifiesta, se circunscribe a hacer la 
correspondiente verificación jurídica, que a su vez habilita al mismo ente de control para ejercer las 
funciones a su cargo, así como las asignadas a la Procuraduría General de la Nación, las cuales 

                                                        
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera – Subsección C, sentencia del 7 de febrero de 
2011, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, radicado nro. 11001032600020070005500. 
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detentan la vigilancia de la gestión contractual, según lo establece el Título VII de la Ley 80 de 1993, 
en particular los artículos 62 y 65 ibídem, que disponen: 

 
“ARTÍCULO 65. DE LA INTERVENCIÓN DE LAS AUTORIDADES QUE EJERCEN CONTROL 
FISCAL. La intervención de las autoridades de control fiscal se ejercerá una vez agotados los trámites 
administrativos de legalización de los contratos. Igualmente se ejercerá control posterior a las cuentas 
correspondientes a los pagos originados en los mismos, para verificar que éstos se ajustaron a las 
disposiciones legales. (…)  
 
[…]” (Negrita de la Sala) 

 
Así las cosas, la interpretación armónica de las disposiciones del Estatuto de Contratación, permiten 
afirmar que el pronunciamiento que haga el organismo de control fiscal en virtud de lo señalado por el 
artículo 43 ejusdem, no constituye una decisión de fondo sino que se trata de un acto de trámite, puesto 
que a partir de los hallazgos que advierta, pueden o no derivarse el inicio de las investigaciones de 
orden fiscal o disciplinario”.  

 

De conformidad con el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública Ley 
80 de 1993 y ley 1150 de 2007, como regla general y expresión del principio de 
transparencia, la selección del contratista se celebra a través de licitación, Selección 
Abreviada, concurso de méritos, o mínima cuantía, según sea el caso. No obstante, el 
mismo cuerpo normativo prevé algunas excepciones que permiten contratar directamente, 
como en el caso de la urgencia manifiesta2.  
 

“La Urgencia Manifiesta es una figura precontractual valida de uso extraordinario o excepcional y se refiere 
básicamente a la necesidad de darle continuidad al servicio o precaver daños a la Administración o a los 
administrados ante la ocurrencia de eventos imprevistos de tal forma que concurran alguna de las causales 
previstas en el artículo 42 de la Ley 80 de 1993, que dispone que esa figura tiene aplicación en los 
siguientes casos: 
 

1. Cuando la continuidad del servicio exige el suministro de bienes, o la prestación de servicios, o la 
ejecución de obras en el inmediato futuro. 

2. Cuando se presenten situaciones relacionadas con los estados de excepción. 
3. Cuando se trata de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con hechos de calamidad o 

constitutivos de fuerza mayor o desastre que demanden situaciones inmediatas. 
4. Cuando se trate de situaciones que imposibiliten acudir a los procedimientos de selección”. 

 
Por consiguiente, al realizar estudio de la situación que conllevó a la declaratoria de 
calamidad pública y urgencia manifiesta por parte del Municipio de Argelia, se considera 
que fue decretado en razón a la normatividad vigente, con fundamento en acciones 
encaminadas a proteger la salud, la subsistencia digna y vida de los habitantes del 
municipio.  
 
Igualmente, la denunciante plantea: “…esas condiciones para decretar la urgencia 
manifiesta no se cumplieron por el alcalde de Argelia valle, atropellando con su actuar 
negligente y oscuro, la buena conducta que se ha visto por parte de otros municipios en el 
manejo de la epidemia del coronavirus, queriendo abarcar todas las figuras posibles para 
afectar el presupuesto, y para cumplir con compromisos burocráticos, por lo que se pide se 
revise la actuación”. 

                                                        
2  Artículo 2  Numeral 4 Literal A ley 1150 de 2007 
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Por su parte, el artículo 66 de la norma en comento, estableció las medidas especiales de 
contratación para los contratos celebrados en pro de la ejecución de actividades de 
respuesta y reactivación de las zonas afectadas por la calamidad pública, y así mismo 
dispuso que tales contratos deben ser sometidos al control fiscal dispuesto para las 
declaratorias de urgencia manifiesta en los términos de los artículos 42 y 43 de la Ley 80 
de 1993, tal como se cita: 
 

“Artículo 66. Medidas especiales de contratación. Salvo lo dispuesto para los contratos de empréstito 
interno y externo, los contratos que celebre la sociedad fiduciaria para la ejecución de los bienes, 
derechos e intereses del Fondo Nacional de Gestión del Riesgo o los celebrados por las entidades 
ejecutoras que reciban recursos provenientes de este fondo o los celebrados por las entidades 
territoriales y sus fondos de gestión del riesgo, relacionados directamente con las actividades de 
respuesta, de rehabilitación y reconstrucción de las zonas declaradas en situación de desastre o 
calamidad pública, se someterán a los requisitos y formalidades que exige la ley para la contratación 
entre particulares, con sujeción al régimen especial dispuesto en el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007, 
y podrán contemplar cláusulas excepcionales de conformidad con lo dispuesto en los artículos 14 a 
18 de la Ley 80 de 1993. 

 
Parágrafo. Los contratos celebrados por las entidades territoriales en virtud del artículo anterior se someterán 
al control fiscal dispuesto para los celebrados en el marco de la declaratoria de urgencia manifiesta contemplada 
en los artículos 42 y 43 de la Ley 80 de 1993 y demás normas que la modifiquen”. 

 
Así mismo en la ley 80 de 1993, en el parágrafo del Artículo 42 establece: 
 

“PARÁGRAFO. Con el fin de atender las necesidades y los gastos propios de la urgencia manifiesta, 
se podrán hacer los traslados presupuestales internos que se requieran dentro del presupuesto del 
organismo o entidad estatal correspondiente”. 

 

Sin embargo hasta la fecha, no se ha reportado traslados presupuestales para hacer frente 
a la situación del COVID-19.  
 
Cabe aclarar que el uso indebido de la contratación de Urgencia manifiesta o del 
presupuesto puede llegar a constituirse gestión fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, 
e inoportuna, que en términos generales, no se aplique al cumplimiento de los cometidos 
y de los fines esenciales del Estado, particularizados por el objetivo funcional y 
organizacional, programa o proyecto de los sujetos de vigilancia y control de los órganos 
de control fiscal, conforme lo establecido en el artículo 126 del Decreto 403  de 2020.  
 
Bajo la anterior perspectiva de orden legal frente a la denuncia DC-52-2020, hasta el 
momento ha suscrito un (01) contrato, cuyo objeto es la compra de 425 kits alimentarios 
para suministrar a las familias más vulnerables de estratos 1, 2 y 3 en el marco de la 
declaratoria del estado de emergencia económica, social y ecológica – calamidad pública 
municipal por causa del covid-19, decreto 17 de marzo 24 de 2020, al respecto se puede 
evidenciar la coherencia con la necesidad a satisfacer en el inmediato futuro, así mismo, se 
evidencia en el análisis de riesgos presentado en los estudios previos que no era necesario 
y en consecuencia no fueron requeridas las garantías. 
 
Se tiene que el objeto contractual comprende plenamente la justificación para remediar la 
calamidad pública decretada, y planeada según consta en acta 01 del CGMRD del 24 de 
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marzo de 2020 y el plan de contingencia y plan de acción aportado, en tanto que se puede 
evidenciar, que la necesidad que dio lugar a tal contrato es reciente y comporta 
características de inmediatez, como lo presupone el artículo 42 de la Ley 80 de 1993.  
 
Sin embargo, realizado un estudio por parte del equipo de apoyo financiero de la Contraloría 
Departamental del Valle del Cauca, donde se acordó como procedimiento consultar el 
listado del DANE, correspondiente a la fecha de suscripción del contrato, en el caso de no 
identificar en él los ítems contratados, se consultaran los catálogos descargados de la 
página Colombia Compra Eficiente y precios de los catálogos de las cadenas de almacenes 
que operan en el Valle del Cauca.  

 
En este orden de ideas, se analizó el siguiente contrato C-001- 2020, cuyo objeto es la 
adquisición de 425 Kits alimentarios, por valor unitario de $ 96.980, para un valor total de 
cuarenta y un millones doscientos dieciséis mil quinientos pesos ($41.216.500), en 
comparativo a los precios de mercado sobre el contrato mencionado, al respecto se 
establece:  
 

 Observación 1: Los artículos no especifican las marcas de los productos y en 
algunos casos el contenido (gramaje) de los mismos. Teniendo en cuenta que los 
precios del mercado varían según las marcas, si bien es cierto en el contrato no es 
necesario especificarlas, en la propuesta sí se debe establecer, igualmente en la 
ejecución contractual se debe hacer revisión de los bienes entregados y la 
desagregación del mismo. 

 Observación 2: Según la verificación de los precios contratados comparados con los 
precios de referencia del DANE Y los almacenes de grandes superficies, se logra 
identificar un valor menor a los precios de referencia. 

 
Sin embargo, se sugiere que este contrato sea incluido en los contratos a auditar por el 
grupo de trabajo No.2 del GRI, para que se determine si la cifra de diferencia aquí reflejada, 
amerita un pronunciamiento por sobrecosto del contrato revisado. 
 
Por último, la denunciante solicita que “al momento de imponer las sanciones 
correspondientes se tengan en cuenta que con la expedición del decreto de urgencia 
manifiesta y la contratación efectuada por la administración municipal de Argelia valle, 
representada por el alcalde, se infringieron mayor cantidad de preceptos y por ende se 
generaron múltiples comportamientos irregulares, actuar que solo pudo ser propósito de un 
querer consiente, sabido y dirigido  a obtener el propósito perseguido que es vulnerar la 
contratación, de decretar una urgencia manifiesta sin tener los motivos para hacerla, el 
desconocimiento jurídico y técnico para realizar una acción extraordinaria como si fuera 
decretar cualquier otra situación”. Sin embargo, al no considerar que haya irregularidades 
en las declaratorias de calamidad pública y urgencia manifiesta, ni en la suscripción del 
contrato C-001-2020, no es necesario darle traslado a los demás Entes de Control, sin 
embargo queda a disposición de la Procuraduría y Fiscalía, los cuales también recibieron 
la denuncia que nos ocupa. 
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Finalmente, es importante señalar que la Contraloría Departamental del Valle del Cauca, 
ha dado traslado a la jurisdicción contencioso administrativa, en virtud del artículo 136 de 
la Ley 1437 de 2011, el cual es el competente de ejercer el control inmediato de legalidad 
en ejercicio de la función administrativa y como desarrollo de los decretos legislativos 
durante los Estados de Excepción, tendrán un control inmediato de legalidad, ejercido por 
la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo  
 
Cordialmente, 
 
 
 
MARTHA ISABEL GUTIERREZ SEGURA 
Directora Operativa de Participación Ciudadana  
  
 
Copia: CACCI  1772 DC-52-2020 del 22/04/2020 
           alcaldia@argelia-valle.gov.co 
           contactenos@contraloriavalledelcauca.gov.co  
 
            

 
 Nombre Cargo Firma 

Proyectó Daniela Blandón Prado  Técnico Operativo   

Revisó Claudia Johana Luna Giraldo  Jefe Oficina Jurídica  

Aprobó Claudia Johana Luna Giraldo  Jefe Oficina Jurídica  

Los arriba firmantes declaramos que hemos revisado el documento y declaramos que lo encontramos ajustado a las normas y 
disposiciones legales vigente y por lo tanto, bajo nuestra responsabilidad lo presentamos para la firma. 

 

           Martha I. Gutiérrez


